
Introducción

Hablar de transporte urbano y de seguridad
ciudadana es referirse a dos de los temas
más importantes para el desarrollo de las

ciudades medianas y grandes en cualquier lugar del
planeta. Por esto, llama la atención que en el
Ecuador el involucramiento de las municipalidades
en estos ámbitos sea relativamente reciente. En el
caso del transporte urbano las competencias de
regulación y planificación del servicio han estado
desde la década de 1960 a cargo del Consejo Na-
cional de Tránsito y Transporte Terrestre. En Quito,
el municipio ha sido pionero en la descentralización
de este ámbito, pero pese a que empezó a inter-
venir activamente desde la década de 1980, no asu-
mió plenamente estas competencias hasta diciem-
bre de 1995 gracias a la Ley del Distrito Metro-
politano2.

En lo que respecta a la seguridad ciudadana,
ésta se convirtió en un tema sobre el cual la ciuda-
danía exigía respuestas por parte de los gobiernos
locales a partir de la década de 1990, y pasó a ocu-
par un lugar central en las agendas públicas locales
en la década de 2000. La municipalidad, amparada
en las disposiciones de la Constitución del año
1998 que faculta a los gobiernos locales a adoptar
de manera autónoma medidas descentralizadas y
en respuesta a una creciente demanda ciudadana,
puso en marcha algunas iniciativas importantes
entre las que destacan la creación del Observato-
rio Metropolitano de Seguridad Ciudadana, la ins-
tauración de la tasa de seguridad, la promoción de

veedurías ciudadanas, y una serie de medidas pre-
ventivas entre las que se destaca la regulación de
horarios de expendio de bebidas alcohólicas.
Adicionalmente, incorporó la temática como parte
integral del Plan Equinoccio XXI, que orienta las
políticas y acciones de la municipalidad (Pontón
2005: 8-9).

En el caso de Quito, la formulación y ejecución
de políticas públicas municipales en estas dos mate-
rias se ha desarrollado por separado y de manera
aislada, sin que surjan iniciativas que busquen abor-
darlas simultáneamente. Este artículo argumenta
que esta situación refleja un “divorcio inconvenien-
te”, no solo porque existe una cercana relación en-
tre ambas temáticas, sino también porque pueden
identificarse con claridad oportunidades para po-
ner en marcha políticas e iniciativas que, de mane-
ra sinérgica, promuevan mejoras tanto en el ám-
bito del transporte urbano como en el de la segu-
ridad ciudadana.

Una relación estrecha

Muchos problemas de transporte urbano y de
seguridad están íntimamente relacionados. Se trata
de una relación de dos vías: por un lado, los déficit
en el servicio de transporte en muchas ocasiones
derivan en problemas de inseguridad, y por otro, la
percepción de inseguridad afecta las posibilidades
de desarrollo del transporte urbano, como se dis-
cute más adelante.

Esta relación tiene múltiples manifestaciones y
la más evidente es la accidentalidad. Como se
muestra en el gráfico No. 1, en los últimos años los
accidentes de tránsito han sido la principal causa de
muertes por causas externas en Quito, con una no-
table distancia de los homicidios y de otro tipo de
muertes accidentales que ocupan el segundo y el
tercer lugar. En gran parte de estos fallecimientos
están involucrados vehículos de transporte públi-
co, ya sea por fallas mecánicas, o por comporta-
miento irresponsable de los conductores. Lo que
resulta aún más grave, es que el total de fallecimien-
tos por esta causa tiende a incrementarse y a man-
tener su importancia en relación a otras causas de
muertes, como se evidencia en el gráfico No. 2. En
otras palabras, los accidentes son y tienden a man-
tenerse como una de las fuentes de inseguridad
más importantes en Quito, y los defectos en el ser-
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Gráfico 1
Muerte por causas externas (porcentajes)

Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana, 2008. Elaboración propia

          



vicio de transporte urbano constituyen una de las
principales causas de este fenómeno.

Ahora bien, existen otros puntos de encuentro
entre la problemática del servicio de transporte y
la de la inseguridad ciudadana, que no son tan evi-
dentes como el de los accidentes. Así, los estudios
sobre la inseguridad ciudadana han hecho muy
poco énfasis en el hecho que la infraestructura y
los medios de transporte son con mucha frecuen-
cia el escenario de episodios violentos. Como se
muestra en el gráfico No.3, la mayor parte de deli-
tos contra la propiedad se realizan en contra de
individuos. Esto por lo general tiene lugar en espa-
cios públicos, y una buena parte de los robos y
asaltos suceden a bordo de unidades que trans-
portan pasajeros, o en las paradas y terminales en
las que los usuarios se concentran para acceder a
este servicio.

En suma, el servicio de transporte urbano
genera en la ciudadanía una percepción de insegu-
ridad en varias dimensiones. Por un lado, los auto-
buses de transporte colectivo son vistos como
poco confiables, y causantes de frecuentes acciden-
tes. Por otro lado, las estaciones de buses y trole-
buses, y los vehículos como tales, son espacios en
los que los robos y asaltos están a la orden del día.
La utilización del servicio de transporte público, en
consecuencia, es vista por muchos como una ex-
posición a la violencia y la inseguridad.

Esto genera un preocupante efecto de “expul-
sión” de los usuarios del servicio de transporte. Un
buen número de ciudadanos/as que preferirían uti-
lizarlo si este fuese confiable y seguro, eligen en su
lugar el automóvil particular. En otras palabras, para
quienes pueden asumir los costos, el uso del trans-
porte privado es no solo una respuesta a la inexis-
tencia de un servicio de transporte público de cali-
dad, sino también una reacción a la inseguridad a la
que creen exponerse al utilizar dicho servicio. En
cierta forma, los automóviles particulares son otra
forma de huida y abandono del espacio público
(Borja 2004: 21), el equivalente sobre ruedas a las
urbanizaciones privada amuralladas y con accesos
vigilados.

Una primera lectura podría interpretar esto
como un fenómeno de exclusión social. El acceso
a la seguridad ciudadana, al menos en lo relaciona-
do con la movilidad, termina siendo restringido pa-
ra aquellos quienes, por falta de recursos, solo pue-
den recurrir al servicio público. Sin embargo, la rea-
lidad es que usuarios/as del transporte particular
se exponen también a otros tipos de inseguridad.

La violencia contra las personas se da también
con mucha frecuencia mientras éstas circulan por la
vía pública en automóviles privados. Además, los
delitos contra los vehículos siguen siendo muy fre-
cuentes. Como se hace evidente en el gráfico No.
4, este tipo de delitos se realizan en días y horas en
los que el uso del automóvil particular puede ser
reemplazado por el servicio de transporte colecti-
vo. Mientras que en los fines de semana y en horas

de la madrugada los delitos contra los vehículos se
reducen drásticamente, en horarios de oficina y en
horarios en los que las personas se movilizan entre
sus hogares y sus lugares de trabajo estos eventos
son mucho más frecuentes. Así pues, los problemas
de inseguridad generados por el transporte urbano
deficiente no llegan a compensarse, sino más bien a
multiplicarse.

De esta manera, se configura un círculo vicioso
que conecta el transporte público deficiente con la
inseguridad ciudadana. La inseguridad causada o
escenificada en el servicio de transporte “expulsa”
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Gráfico 2
Total de muertes por principales causas externas

Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana, 2008. Elaboración: propia

Gráfico 3
Afectados por delitos contra la propiedad (porcentajes)

Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana, 2008. Elaboración: propia

Gráfico 4
Delitos contra vehículos según día y clasificación horaria

Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana, 2008. Elaboración: propia

         



a una parte de sus usuarios/as potenciales hacia el
uso de los vehículos particulares, y estos a su vez
dan origen a nuevas formas de inseguridad. En este
proceso se generan además otras externalidades
negativas.

El exceso de transporte privado copa el espa-
cio de las vías públicas, pues mientras en un auto-
móvil particular el cupo máximo de pasajeros es
de 5 personas, en el transporte público el cupo es
de cuarenta, pese a que solamente ocupa el espa-
cio equivalente a 2 automóviles. Con diez personas
ocupando el mismo espacio que podría ser apro-
vechado por 40, no sorprenden los problemas de
saturación de las calles y cada vez más largos tiem-
pos de traslado, con las consecuentes pérdidas
económicas.

Por otro lado, la reducción de la demanda
potencial del servicio de transporte público limita
sus posibilidades de mejora. En general, a mayor
número de usuarios, mayores son las posibilidades
de que el servicio pueda auto-sostenerse econó-
micamente manteniendo las tarifas en valores re-
ducidos. La inseguridad ciudadana no solo se ali-
menta de las deficiencias del transporte colectivo,
sino que también contribuye a que éstas se man-
tengan.

En definitiva, el uso del vehículo privado que es
en cierta medida estimulado por los problemas de
inseguridad relacionados con el transporte público
genera costos sociales mayores y alarga la lista de
problemas que demandan respuestas concretas en
términos de políticas públicas. Estos costos se su-
man a los que genera por sí misma la violencia y la
inseguridad ciudadana, constituyéndose en una res-
tricción importante al potencial de desarrollo de
las distintas localidades (Buvinic et.al. 2002: 68).

Causas y posibles salidas

¿Por qué el transporte urbano se ha constituido en
una fuente de inseguridad? Al igual que los proble-
mas de inseguridad ciudadana, los de transporte
urbano pueden ser vistos como formas en las que
se manifiestan conflictos sociales subyacentes. En el
primer caso, la violencia es vista como la manifesta-
ción de tensiones producto de situaciones de ine-
quidad que no encuentran otros canales de expre-
sión (Carrión 2002: 16). En cuanto al transporte,
existe una relación conflictiva estructural, que con-
trapone a los proveedores privados del servicio
con los usuarios del mismo. Mientras para los
transportistas esta actividad representa un negocio,
que por ende está sujeto a la lógica de maximiza-
ción de utilidades; para usuarios/as se trata de un
derecho, cuya provisión a un precio y una calidad
aceptables constituye una obligación del sector
público (Chauvin 2007: 30).

En este contexto, se ha hecho evidente que el
sistema legal e institucional no ha sido capaz de
procesar plenamente los conflictos existentes. En

consecuencia, las discrepancias se resuelven por
fuera de los mecanismos institucionales, a través de
códigos y relaciones informales. En un régimen
legal-democrático, es el Estado y sus normas las
que resuelven, según criterios y procesos acepta-
dos como legítimos por las partes sujetas a su
regulación, las discrepancias de los distintos secto-
res. Sin embargo, cuando este rol no se cumple ya
sea por ausencia o por “captura” del Estado, se ins-
taura un régimen en el que la posición de “los más
fuertes” se impone coercitivamente sobre la de los
menos poderosos. En esta línea de razonamiento,
gran parte de los problemas del transporte urba-
no (y lo mismo aplica al caso de la inseguridad en
las ciudades) no son atribuibles a la conflictividad
como tal, sino a la carencia de mecanismos institu-
cionales que permitan procesar dicha conflictividad
de manera pacífica (Carrión 2002: 27).

En las últimas décadas a nivel nacional los gre-
mios de transportistas habían desarrollado una
gran influencia en los órganos de regulación de es-
te servicio, ya sea a través de su participación en el
Directorio de la máxima entidad reguladora (el
Consejo Nacional de Tránsito y Transporte Terres-
tre) o a través de efectivas medidas de presión
(que han ido desde amenazas hasta bloqueos y
paralizaciones). Los usuarios del servicio, por el
contrario, al tratarse de un grupo difuso y sin me-
canismos de representación no han encontrado
formas adecuadas que les permitan hacer valer sus
intereses y aspiraciones. En consecuencia, el Estado
no ha podido cumplir el rol de legítimo procesador
de los conflictos entre estos grupos, y los intereses
de los primeros han terminado imponiéndose en la
mayor parte de los casos.

Esta “captura del Estado” ha derivado en un dé-
ficit de regulación que a su vez ha contribuido al
deterioro del servicio. Las reglas vigentes sobre te-
mas como el uso de las paradas de buses estable-
cidas, los niveles aceptables de contaminación am-
biental, la vida útil permitida a los vehículos de ser-
vicio público, las rutas asignadas a este servicio, el
otorgamiento de tarifas especiales para estudiantes
y discapacitados, los estándares de seguridad para
los pasajeros, e incluso las normas básicas de segu-
ridad vial, han sido “flexibilizadas” por las institucio-
nes reguladoras y su cumplimiento muy poco con-
trolado por los organismos designados para el
efecto.

La poca regulación del servicio ha agudizado
los efectos negativos de una estructura productiva
ya de por si compleja y poco funcional.Tradicional-
mente, el servicio de transporte público ha sido
brindado por Cooperativas y Compañías que no
han llegado ha ser ni lo uno ni lo otro, en tanto la
propiedad de los vehículos ha seguido siendo indi-
vidual. Cada socio de la organización es propietario
de al menos un vehículo, y sus ingresos dependen
de lo que ese vehículo sea capaz de generar. Esto
crea estímulos para la competencia entre miem-
bros de una misma organización, la misma que fácil-
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mente puede volverse desmedida, sin normas
estrictas, y sin el debido control. A esto hay que
añadir que por lo general quienes trabajan en los
autobuses (conductores y controladores) han sido
contratados “a destajo”, es decir, han recibido co-
mo única paga un porcentaje fijo de los ingresos
generados día a día.

En este contexto, sorprenden menos las agre-
sivas carreras entre buses de transporte público
que se observan a diario en muchas ciudades del
país y que generan tantos accidentes y pérdidas de
vidas. Pero los accidentes no son las únicas “exter-
nalidades negativas” generadas en la provisión del
servicio. La contaminación por ruido y por emisio-
nes de gases tóxicos es también un fenómeno
recurrente, que se intensifica por la mala calidad de
los combustibles que se expenden a nivel nacional.
En la ciudad de Quito, factores como la altitud de
la ciudad y su topografía (alargada, con pocas vías
alternativas de circulación) también contribuyen al
agravamiento del problema.

Las autoridades nacionales han ensayado
desde la década de 1980 distintas soluciones fren-
te a esta problemática, pero las mismas han sido
aisladas y poco sostenidas. Sin contar con una polí-
tica nacional de fomento al uso del transporte
público, los dispersos intentos de mejora han dado
pie más bien a problemas mayores. Por ejemplo, la
creación de servicios “diferenciados” como el bus
“ejecutivo” y el “solo sentados” contribuyeron al
empeoramiento del servicio “popular” mientras los
servicios especiales tuvieron una notable sobreo-
ferta. Asimismo, el subsidio directo a los transpor-
tistas (creado durante el gobierno de Rodrigo Bor-
ja) se transformó en causa de amenazas y de para-
lizaciones preventivas por parte de los transportis-
tas, quienes reclamaban incrementos y compensa-
ciones por la permanente pérdida de valor de la
moneda nacional, y los retrasos en el pago de los
valores acordados.

En Quito, sin embargo, la descentralización de
la planificación y regulación del servicio de trans-
porte urbano mostró ser una salida efectiva (y po-
tencialmente replicable) a esta compleja situación.
A mediados de la década de 1990 y gracias a la Ley
del Distrito Metropolitano, la municipalidad asumió
estas competencias y puso en marcha una serie de
transformaciones que llevaron a una mejora drásti-
ca del servicio. Luego de fuertes confrontaciones
con los gremios del transporte, el Cabildo se insti-
tuyó en el ente público que ejercía efectivamente
la regulación en este ámbito, y al mantener su inde-
pendencia de los distintos actores a quienes afecta-
ban las regulaciones, estableció mecanismos para la
expresión y resolución de las legítimas divergencias
e intereses, tanto de los usuarios (acogiendo de-
nuncias tanto personales como telefónicas de ma-
los tratos e incumplimiento de regulaciones) como
de los transportistas (reuniéndose con ellos regu-
larmente para discutir sus puntos de vista y aspira-
ciones). Se mostró que las reformas eran posibles,

y se sentó un precedente que, sin embargo, no ha
sido aún cabalmente aprovechado por otros
gobiernos locales.

Mejoras y agenda pública

A nivel local, de manera aún más intensa que a
nivel nacional, el desempeño de las autoridades
está sumamente influenciado por la atención que
prestan los electores a cada uno de los temas, y las
expectativas de mejora generadas. Ahora bien, la
atención de los electores no está puesta de mane-
ra simultánea sobre todos los problemas que atra-
viesa la sociedad ni sobre todas las políticas públi-
cas del gobierno. Generalmente, tanto la ciudada-
nía como sus gobernantes otorgan prioridad a cier-
tos asuntos en detrimento de otros, lo que consti-
tuye la llamada “agenda pública”, o puesto de otra
forma, los “temas del momento”, que reciben ma-
yor atención y para los cuales la opinión pública
espera solución de manera más urgente.

Conforme lo sugiere la teoría de la “agenda-
setting” (o del “orden del día”) por lo general los
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Gráfico 5
Publicaciones de prensa referentes al transporte público 1990-2004

Fuente: Chauvin (2007)

Gráfico 6
Opinión ciudadana sobre el transporte público, recogida
en publicaciones de prensa 1990-2004

Fuente: Chauvin (2007)

         



medios de comunicación están en capacidad de fijar,
o al menos de influenciar de manera significativa la
agenda pública otorgando cobertura preferencial a
ciertos temas en lugar de otros (Vallès 2000: 296).
En consecuencia, la atención que le prestan los me-
dios de comunicación a uno u otro tema puede ser
tomada como un indicador del espacio que ocupa
dicho tema en la agenda pública3. Los gráficos 5 y 6
presentan los resultados de un ejercicio en esta lí-
nea, que tomó como base las noticias sobre el
transporte urbano publicadas por el Diario Hoy de
Quito entre los años 1990 y 2004.

En primer lugar, el Gráfico No.5 muestra los
totales de notas publicadas que relacionan a la Mu-
nicipalidad de Quito con el problema del transpor-
te urbano como porcentaje del total de publicacio-
nes referidas a este servicio (línea superior en grá-
fico No. 5).Aquí se observa que hacia mediados de
la década de 1990 este tipo de publicaciones se
volvieron cada vez más frecuentes, hasta llegar a ser
casi el 90% del total de publicaciones en marzo de
19964. Luego de esta fecha su frecuencia fue dismi-
nuyendo, y se estabilizó alrededor del 50% luego
de 1999. Esto sugiere que los medios de comuni-
cación fueron disminuyendo sus demandas a la
Municipalidad para implementar mejoras en torno
al tema del transporte público.

En el mismo gráfico se muestra también cómo
la prensa se posicionó (a través de sus editoriales
y artículos de opinión) frente a la actuación de los
dos actores principales confrontados en este pro-
ceso: los gremios de transportistas y la Municipa-
lidad de Quito (línea intermedia y línea inferior
respectivamente en gráfico No. 5). En este caso, es
notable que mientras la oposición abierta a la ma-
yoría de acciones de los gremios se mantuvo entre
el 10% y el 20% a lo largo del período referido, el
apoyo a las iniciativas del Municipio en torno al
tema del transporte virtualmente desapareció a
partir del año 2000. Ésta es una observación con-
sistente con la anterior : si bien la discusión sobre
el transporte urbano continúa, las expectativas
puestas sobre la actuación municipal en este ámbi-
to se redujeron.

Ahora bien, no solo la opinión de los medios
influye en la agenda pública, sino también la de la
de la ciudadanía en general. En el gráfico No. 6 se
pretende dar cuenta de estas tendencias, al presen-
tar la opinión de terceros recogida por la prensa.
En concreto, se presentan las opiniones de ciuda-
danos/as a favor de la acción municipal en torno al
transporte público como porcentaje del total de
notas de prensa referidas a este servicio (línea
superior en gráfico No. 6). Además, se muestran
también en porcentajes las opiniones en contra de
la actuación de los gremios del transporte (línea
intermedia en gráfico No. 6).

En ambos casos, la tendencia es claramente
decreciente luego del mes de marzo de 1996. Esto
parece sugerir que, en términos generales, la opi-
nión pública de la capital ecuatoriana ha otorgado

cada vez menos importancia al tema del transpor-
te urbano y al rol de la Municipalidad de Quito en
el tratamiento de sus problemas. Incluso los princi-
pales actores/as involucrados han reducido su per-
fil, como se infiere de la poca frecuencia con la que
los gremios del transporte emitieron opiniones en
contra de la actuación municipal (línea inferior en
gráfico No. 6).

¿Cómo se explica esta pérdida de espacio del
transporte urbano en la agenda pública quiteña? El
panorama se aclara si se tiene en cuenta que, a par-
tir de 1996, entró en pleno funcionamiento el ser-
vicio de transporte Trolebús, y que a éste le siguie-
ron otras mejoras importantes al sistema de trans-
porte público en la ciudad. Hacia finales de la déca-
da de 1990 el servicio había alcanzado niveles muy
superiores al del resto de ciudades ecuatorianas, y
otros ámbitos se volvieron “más urgentes”. Puesto
de otra forma, la opinión pública comenzó a dar
más importancia a otras temáticas, entre las que
destaca la de la seguridad ciudadana.

Lamentablemente, las mejoras del servicio de
transporte impulsadas por la municipalidad tam-
bién se redujeron. Mientras que a mediados de la
década de 1990 los cambios sucedieron a un ritmo
vertiginoso, hacia finales de la misma el ritmo dis-
minuyó, y a inicios de los 2000 siguió decreciendo
al punto que varios líderes de opinión ya hablan de
un retroceso en la calidad del servicio. Paralela-
mente, en este último período fue cuando iniciaron
las iniciativas de seguridad ciudadana de la Munici-
palidad del Distrito Metropolitano de Quito, en
respuesta a las demandas sociales, a los ofrecimien-
tos de campaña y a la coyuntura política del país
(Pontón 2005), desplazando la continuidad en el
mejoramiento del transporte urbano sin vincular la
intervención en estas dos competencias.

Así pues, bien puede decirse que el transporte
urbano en Quito, en términos de agenda pública,
ha sido “víctima de su propio éxito”.Y como se dis-
cutió anteriormente, la falta de mejoras en este
servicio trasciende el ámbito de la movilidad, gene-
rando muchos problemas adicionales, incluyendo
mayores niveles de inseguridad ciudadana.

Reflexiones finales

Visto en retrospectiva, el divorcio entre la seguri-
dad ciudadana y el transporte público en Quito
(en términos de la formulación de políticas públi-
cas) parece haber sido contraproducente y contri-
buido a intensificar un círculo vicioso que empeora
tanto las condiciones de inseguridad como las con-
diciones del servicio de transporte.

Al tratarse de dos fenómenos sociales que tie-
nen múltiples superposiciones, las políticas públicas
de ambos temas tendrían que guardar cierto nivel
de alineamiento y complementariedad. Entre las
políticas de seguridad ciudadana debería dársele un
espacio importante al tema de transporte y segu-
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ridad vial, y en el abordaje de los problemas de
transporte urbano debería considerarse las contri-
buciones que pueden hacerse a la seguridad de
ciudadanos/as.

Siendo este tipo de políticas “mixtas” o com-
plementarias la propuesta fundamental de este tra-
bajo, no puede pasar por alto el hecho de que,
mientras la seguridad ciudadana sigue mantenien-
do un espacio destacado en la agenda pública de
Quito, el transporte urbano ha perdido el impor-
tante espacio que tuvo a mediados de la década de
1990. Se impone entonces la necesidad de “re-
posicionar” este tema en la agenda pública local, y
despertar nuevamente el sentido de urgencia en la
demanda de mejoras en este ámbito.

Ya se demostró hace más de diez años que la
ciudadanía puede cumplir un papel fundamental en
la generación de transformaciones profundas y du-
raderas de los problemas más importantes de la
urbe. Se trata pues de echar un vistazo a lo apren-
dido, y hacer valer nuestra experiencia
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